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Proceso  Verbal 

Demandante Aurelio Tobón Mejía 

Demandado Juan Manuel Ramírez Ríos 

Radicado  No. 05001-31-03-005-2018-00573-01 

Procedencia Juzgado Quinto Civil del Circuito de Medellín 

Instancia Segunda 

Ponente  Luís Enrique Gil Marín 

Asunto Sentencia No. 036 

 Decisión  Confirma 

Tema  Simulación 

Subtemas  Prueba de la simulación absoluta. Jurisprudencia. 

Indicios y pruebas sobre los elementos de la 

simulación  absoluta. Congruencia de la sentencia.  

 

 

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Medellín (Ant.), cuatro de noviembre de dos mil veintiuno 

 

I. OBJETO 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandada en contra de la sentencias proferida por el 

JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD 

DE MEDELLÍN, en el proceso ordinario instaurado por el 

señor AURELIO TOBÓN MEJÍA, quien actúa para la 

sucesión de la señora GLORIA TOBÓN MEJÍA contra el 

señor JUAN MANUEL RAMÍREZ RÍOS. 
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II. ANTECEDENTES 

 

Pretensiones: Solicita se declare absolutamente simulado 

el contrato de compraventa celebrado por los señores Gloria 

Tobón Mejía, como vendedora y Juan Manuel Ramírez Ríos, 

como comprador, contenido en la escritura pública No. 3.053 

del 20 de septiembre de 2017, otorgada en la Notaría 

Séptima de Medellín, de la transferencia de los bienes 

inmuebles distinguidos con las matrículas inmobiliarias Nos. 

01N-403167, 01N-403194 y 01N-403267 de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Norte; 

se ordene la cancelación del referido acto escriturario y su 

correspondiente registro; por último solicita, se condene en 

costas al demandado.  

 

Elementos fácticos: En esencia afirma la demanda que la 

señora Gloria Tobón Mejía, suscribió el contrato de 

compraventa a favor del demandado, contenido en la 

escritura pública No. 3053 del 20 de septiembre de 2017, 

otorgada en la Notaría Séptima de Medellín, respecto de la 

transferencia de los bienes inmuebles distinguidos con las 

matrículas inmobiliarias Nos. 01N-403167, 01N-403194 y 

01N-403267 de la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de Medellín, Zona Norte; sin que existiera ánimo de 

vender o traspasar los inmuebles en la vendedora, ni de 

adquirir por parte del comprador; pues solo buscaban una 

apariencia probatoria de un negocio sin contenido real; al 

efecto, el comprador no pagó a la vendedora el precio de la 

compraventa ($126.000.000.oo) y la vendedora nunca hizo 

entrega de los bienes al demandado, toda vez que continuó 
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viviendo en ellos hasta la fecha de su fallecimiento, el 21 de 

abril de 2018; incluso, el demandado con posterioridad 

tampoco ha tomado posesión de los bienes raíces, ni los ha 

ocupado o arrendado; es decir, no ha ejercido actos de señor 

y dueño. Es más, el demandado por escrito del 25 de abril de 

2018, manifestó al demandante que: “Con el debido respeto 

y consideración, le consignó la relación de las deuda (sic) que 

afectan al apartamento 1102 del Edificio Centro Caracas II, 

P.H. y que deben cancelarse antes de proceder a realizar la 

nueva Escritura del mismo a quien corresponda. 

 

“Además le informo que hay que cancelar el impuesto Predial 

del año 2018, para efectos de poder obtener el Paz y Salvo 

de Predial y Valorización para poder realizar la Escritura, y 

que el costo de todos los nuevos trámites para la realización 

de la Escritura Pública, como derechos Notariales, impuestos 

Departamentales, Retención en la Fuente, IVA y demás 

deducciones y recaudos de la Superintendencia de Notaría 

(sic) y Registro y el Registro de la Escritura corren por cuenta 

de quien va obtener el Apartamento. 

 

“Con respeto a los Honorarios Profesionales, son apenas 

lógicos, luego de los procesos atendidos con el fin de evitar 

el embargo, secuestro y remate de los inmuebles, o el 

despojo de los mismos por cuenta de dos abogados picaros 

que ya habían realizado actividades tendientes a despojar de 

sus inmuebles a GLORIA TOBÓN MEJÍA”. El extremo pasivo 

reconoce que se va a hacer una nueva escritura pública del 

apartamento 1102; que antes de otorgar la escritura se 

deben cancelar las deudas que afectan el inmueble; que el 
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costo de los trámites de transferencia son a cargo de quien 

va a recibir el bien y, además de dichos gastos, le deben 

reconocer por honorarios profesionales $60.000.000.oo; 

igualmente, en comunicación del 25 de abril de 2018, dirigida 

al demandante relaciona los procesos que pesan sobre el 

apartamento 1102 y reconoce que: “… se le aconsejó a Gloria 

que escriturara el Apartamento, Parqueadero y Cuarto Útil a 

alguien de su entera confianza y dijo que no tenía a quién, 

que solo confiaba en JUAN MANUEL RAMÍREZ RÍOS y que si 

podía prestarle este inmenso favor y con qué realizar los 

trámites que fueron necesarios; que nosotros éramos amigos 

y compañeros de trabajo y docencia en la Universidad de 

Antioquia y Hospital San Vicente de Paúl desde hacía más de 

50 años, jubilados por la Universidad de Antioquia y que 

vivíamos en el mismo Edificio hacía más de 30 años, desde 

1986, donde fuimos los primeros habitantes de ese edificio”. 

 

El demandante tiene legitimación, dada su condición de 

hermano de Gloria Tobón Mejía, vendedora de los inmuebles, 

cuya sucesión se adelanta en el Juzgado Once de Familia de 

Medellín, bajo el radicado No. 05-001-31-10-011-2018-

00726-00.  

 

Admisión de la demanda y réplica: Una vez admitida la 

demanda por auto del 08 de noviembre de 2018 (folios 56 

cuaderno principal) y notificado al demandado, la replicó, se 

opuso a las pretensiones y como medios de defensa propuso 

los siguientes: i) inepta demanda por falta de 

integración del contradictorio por activa; ii) pago 

efectivo y, cuando menos parcial; iii) legalidad y 
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veracidad de los actos contenidos en la escritura 

pública No. 3053 del 20 de septiembre de 2017, de la 

Notaría Séptima de Medellín; iv) inexistencia de la 

pretendida simulación; v) buena fe y, vi) mala fe de la 

parte actora. 

 

Sentencia: Se profirió el 10 de octubre del 2019, con la 

siguiente resolución: 

 

“PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de fondo 

planteadas por la parte demandada y de conformidad con lo 

expuesto en precedencia.  

 

“SEGUNDO: Declarar que el contrato de compraventa 

celebrado entre Gloria Tobón Mejía y Juan Manuel Ramírez 

Ríos el 20 de septiembre de 2017, inserto en la escritura 

pública # 3053 de la notaría 7 de Medellín, adolece de 

simulación relativa, porque en verdad envuelve una garantía 

de una obligación derivada de prestar servicios profesionales.  

 

“TERCERO: En consecuencia, de la anterior declaración, se 

ordena la inscripción de la presente sentencia a la citada 

notaría y a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 

de Medellín, Zona Norte, que procedan con la cancelación, de 

la escritura pública anteriormente señalada y la respectiva 

inscripción de ellos en los folios de matrícula 

correspondientes.  

 

“CUARTO: Se ordena la cancelación de las medidas 

cautelares. Ofíciese en tal sentido. 
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“QUINTO: Se ordena al demandado JUAN MANUEL RAMÍREZ 

RÍOS, a restituir los bienes objeto de la Litis a la sucesión de 

la señora Gloria Tobón Mejía, una vez ejecutoriada esta 

sentencia. 

 

“SEXTO: Se condena en costas a la parte demandada y a 

favor de la parte demandante. Como agencias en derecho se 

fija la suma de 3 salarios mínimos legales mensuales vigentes 

(art. 5º Acuerdo PSAA16-10554)”. 

 

Empieza planteando como problema jurídico, el determinar si 

la parte demandante acreditó los elementos axiológicos de la 

pretensión deprecada o si por el contrario, se puede predicar 

que el acto jurídico demandado muestra la verdadera 

intensión de los contratantes conforme las excepciones 

propuestas; para la prosperidad de la acción simulatoria es 

necesaria la presencia de tres (3) elementos que el 

demandante debe acreditar, a saber: a) una divergencia 

entre la voluntad real y su manifestación o declaración 

pública; b) concierto simulatorio de los partícipes y, c) el 

propósito cumplido de engañar a terceros. El demandante 

tiene la carga de la prueba. En este caso, el sujeto activo 

pretende se declare simulado absolutamente el negocio de 

compraventa celebrado con el demandado, porque las partes 

no tenían ánimo o intención de realizarlo; por su parte, el 

accionado alegó que el negocio fue verídico y que ambos 

contratantes tuvieron el propósito de realizarlo, explicando 

que el precio pagado, aunque no fue dado en su totalidad a 

la vendedora si comportaba el reconocimiento de deudas que 
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tenía con el comprador por $60.000.000.oo, y con Genoveva 

Tobón por $22.000.000.oo, pues en vida era voluntad de la 

finada pagar esas acreencias; analizada la prueba recaudada 

se tiene que, en efecto, existe un acto de compraventa del 

que se presume su validez celebrado entre Gloria Tobón 

Mejía, ya fallecida, y el demandado, que en apariencia cuenta 

con todos los requisitos exigidos para este tipo de contratos; 

auscultada por vía de interrogatorio al demandado sobre las 

condiciones de tiempo, modo y lugar, se pudo constatar que 

la vendedora acusaba una serie de dificultades económicas 

por préstamos con bancos y particulares, lo que implicó que 

el demandado auspiciara ayudas de orden económico y 

personal, consistentes en asesorías de orden legal ante las 

acreencias de la finada Tobón Mejía, incluida una obligación 

con su hermana Genoveva Tobón; que esas actividades 

profesionales no las hizo propiamente como apoderado 

judicial, sino más bien por la cercanía que tenía con Gloria 

Tobón, quien se obligó a reconocerlas y que ascendían a 

$60.000.000.oo; incluyendo ayudas en dinero que durante 

varios años le prestó dada su situación financiera; que el 

pago del precio de la compraventa no se dio en su totalidad, 

que tan solo se aseguraron sus acreencias y la de Genoveva; 

frente a la fuente o móvil de esas obligaciones que ascendían 

a $60.000.000.oo por asesorías, el demandado no fue 

convincente para nada en tratar de buscar exculpaciones, en 

acompañar a una persona a un juzgado a notificarse de un 

auto, como si ello fuese suficiente para el encargo profesional 

o mandato, pues nunca apoderó a la señora, ni fue su 

representante, o por lo menos, no trajo los medios 

probatorios que así lo acrediten; además, admitió que ni en 
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vida de Gloria ni luego de fallecida tomó posesión de los 

inmuebles, lo que sí dijo fue que unos días después del 

deceso de aquella, pasó y aquí está documentado una cuenta 

de cobro al señor Aurelio Tobón Mejía, uno de los herederos, 

indicando cuanto eran las acreencias para poder restituir el 

inmueble; bien que estaba en un proceso de ejecución como 

él mismo lo afirmó en Colpatria, y que en su condición de 

abogado conocía que muy probablemente después de la 

liquidación del crédito, se pasaría al remate; es que ese fue 

el móvil determinante para la confección de ese negocio, no 

fue otro, de hecho no se esgrime con claridad cuál era la 

finalidad de crear ese acto de compraventa, era para 

asegurar el pago de las obligaciones a favor del demandado 

y de la señora Genoveva Tobón Mejía, o era para evitar la 

posible ejecución de ese inmueble; así mismo, y con relación 

a la prueba documental que adosa el demandado y una vez 

fue indagado sobre la misma, indicó que en efecto, existieron 

reuniones con los familiares de la señora Gloria Tobón Mejía, 

aún en vida de ésta, puntualizando que parte de ello y lo 

querido era el pago de lo que a su juicio se le adeuda; es 

decir, tampoco existía ese ánimo de haber adquirido el 

inmueble para él; era para asegurar eventualmente una 

acreencia que no se pudo determinar a cuanto ascendía, 

porque solo se tiene la afirmación del demandado, que no se 

puede tener como prueba, dado que, se trata de un 

interrogatorio de parte y la confesión solo se puede tener en 

cuenta en lo que le sea desfavorable. 

 

Previo al análisis de la prueba testimonial, se debe indicar 

que la parte demandada tachó de sospecha a los testigos, 
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quienes atestiguaron con base en la relación de familiaridad 

conforme con el art. 211 del C. General del Proceso; en 

efecto, cada uno de los testigos son entre ellos familiares, y 

lo son del demandante, así como de quien fungió como 

vendedora en el acto que se reprocha como simulado; sin 

embargo, el solo parentesco no puede servir de base para 

descartar el testimonio, pues deben confluir otros aspectos 

presentados al juez que le permitan evidenciar que existe un 

interés claro y perverso no solo de faltar a la verdad, sino de 

favorecer a una de las partes; circunstancias que de plano no 

se presentan en este juicio, de hecho y tal como se pasará a 

analizar, los declarantes en su relato coinciden en gran 

medida con lo expuesto por el demandado en su 

contestación, tales como, las reuniones sostenidas en 

ausencia de Gloria, la situación financiera de ésta, y al 

atemperarse con otros elementos de juicio, los testimonios 

merecen toda la credibilidad por lo que la tacha no está 

llamada a prosperar. 

 

La prueba oral arrojó las siguientes luces: El testigo Andrés 

Tobón Estrada señaló que, en efecto, la señora Gloria Tobón 

Mejía tenía serias dificultades económicas con deudas que 

ascendían a los $200.000.000.oo; el aquí demandado le 

sugirió la transferencia de los inmuebles para evitar ser 

objeto de cautela judicial;  en las reuniones que sostuvo con 

el accionado éste afirmó que cuando le pidieran el traspaso 

de los bienes accedería a ello, pero bajo la condición de que 

le pagaran su crédito; sostuvo que en efecto, el demandado 

había ayudado a la señora Tobón Mejía con diligencias de 

distinto orden, pues así se lo había manifestado ésta; la 
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testigo Jimena Cumplido Tobón, coincidiendo con el anterior 

testigo indicó que Gloria tenía deudas cercanas a 

$200.000.000.oo; que su tía Gloria le dijo que el inmueble lo 

había transferido a Juan Manuel por solicitud de éste, para 

evitar que le quitaran el apartamento, pero que una vez la 

propiedad no tuviera riesgo le sería restituida; Genoveva 

Tobón Mejía, expresó que el inmueble de su hermana estaba 

en alto riesgo de perderlo, por las deudas que tenía; incluso, 

que Gloria le debía una suma cercana a los $20.000.000.oo, 

y que ésta le dijo que Juan Manuel le devolvería los 

inmuebles; Diana Cumplido Tobón, afirmó que su tía no 

estaba completamente lúcida; que en efecto, junto al 

demandado y otros familiares se reunieron en vida de Gloria 

con el fin de finiquitar todo lo concerniente a la devolución de 

los inmuebles y por acuerdo mutuo quedarían a su nombre 

por su cercanía con la vendedora; además, en esa reunión el 

demandado aceptó devolver los bienes porque era consciente 

que el acuerdo de venta había surgido como un favor para 

evitar que fueran objeto de cobro; que Gloria le dijo que la 

compraventa la realizó porque tenía temor de perder los 

bienes por las deudas que tenía en su contra; Judith Tobón 

Mejía expresó que en la reunión que sostuvo con el 

demandado, éste aceptó transferir el bien en cabeza de Diana 

Cumplido Tobón. 

 

Tal como se argumentó desde un principio, la acción de 

simulación se torna dificultosa, en cuanto a la demostración 

de los elementos axiológicos para que salga avante, en tanto 

que principalmente la voluntad de los contratantes es la que 

se discute, asunto que necesita ser desentrañado para arribar 
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a la verdad contractual; sea lo primero señalar que erró la 

parte actora en deprecar la simulación absoluta por vía de 

acción, porque esta comporta por definición que el acto o 

negocio jurídico nada tiene que ver con la realidad, nada se 

creó con el mismo; sin embargo, ello no obsta para que el 

juzgador de instancia pueda encontrar en el decurso de la 

Litis demostrados otros elementos axiológicos que dan pie al 

reconocimiento de aquello que no se pidió, como pasa a 

explicarse. 

 

Se debe advertir que existen varios tipos de simulación; pero 

aquí lo que ocurre conforme a la respuesta a la demanda y a 

las pruebas recaudadas, es que Gloria Tobón Mejía, era 

deudora de unas obligaciones que contrajo con el 

demandado, al menos y conforme lo demostrado por los 

gastos de escrituración, acreencias que se configuraron con 

el pasar del tiempo y que se extienden con el dicho del 

demandado, y también con ocasión de servicios profesionales 

que éste le brindó a aquella; no existe prueba de que el 

asesoramiento fue gratuito, por lo que se trató de un 

mandato asumido por el demandado para gestionar 

diferentes encargos que la vendedora le encomendó, ante las 

dificultades financieras y legales que tenía, tales como 

elaboración de memoriales, acompañamiento para revisar 

expedientes judiciales, o movimientos de cartera de las 

entidades bancarias acreedoras; mandato que aparece 

definido en el art. 2142 del C. Civil; es así como la relación 

de la señora Gloria Tobón Mejía con el demandado 

encuadraría en dicha definición, se tiene también por 

demostrado que el querer de los contratantes con la 
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realización del negocio de compraventa era, que con la 

transferencia de los inmuebles se protegiera de eventuales 

actuaciones judiciales que comportaran su aprehensión para 

pagar las acreencias adquiridas a favor del demandado por 

el mandato realizado y gastos de escrituración, como por los 

dineros que la señora Genoveva Tobón Mejía le había 

prestado a la vendedora para sobrellevar los impases legales; 

es así como para garantizar el cumplimiento de esas 

obligaciones la mandante ofreció vender a su mandatario las 

propiedades, lo que éste aceptó y se consumó el 20 de 

septiembre de 2017; también se debe resaltar que la vida 

jurídica del acto quedó supeditada al cumplimiento del pago 

de los emolumentos nacidos del mandato, gastos escriturales 

y del préstamo a favor de la señora Genoveva Tobón Mejía, 

como quien dice, la restitución del derecho de propiedad a la 

demandante quedó supeditada a la condición resolutoria del 

cumplimiento de ésta de su obligación; esto es, pagar lo 

debido por las acreencias antes señaladas; significa 

entonces, que accesorio al contrato de compraventa se 

convino por los contratantes, que sí se solventaban las 

obligaciones o deudas existentes los inmuebles volverían a 

su anterior propietario; es decir aquí no se quería celebrar un 

contrato de compraventa; estando por lo tanto el contrato 

afectado por simulación. 

 

Está demostrado que la señora Gloria Tobón Mejía, era 

propietaria del apartamento 1102, del garaje y cuarto útil, 

ubicados en el Edificio Centro Caracas, los cuales venían 

siendo objeto de persecución judicial en diversas acciones 

ejecutivas; para sobrellevar el trámite de las distintas 
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demandas acudió a los servicios profesionales del 

demandado, no solo por su conocimiento jurídico, sino 

también, por la relación personal y la amistad que sostenían 

desde hace muchos años; también pidió dineros en mutuo a 

su hermana Genoveva Tobón Mejía; a pesar de la confianza 

el mandato profesional era remunerado y el préstamo 

permanecía impago, consolidándose dos obligaciones que no 

canceló la señora Gloria Tobón Mejía; de acuerdo a lo 

señalado y probado, el demandado tenía a su favor el cobro 

de sus servicios como mandatario de la vendedora Gloria 

Tobón Mejía, más los gastos escriturarios todo lo cual liquidó 

en una suma superior a los $60.000.000.oo y a favor de la 

señora Genoveva Tobón Mejía, existía un mutuo por 

$22.000.000.oo; fueron estas deudas las que se garantizaron 

con la reseñada escritura de compraventa; de allí puede 

concluirse que no existía la intención de la vendedora de 

transferir el derecho real de dominio como claramente lo 

expusieron los testigos y el comprador de adquirirlo para su 

propio disfrute, lo que también advierte el mismo 

interrogado, cuando se le preguntó quién asumía los gastos 

de mantenimiento del apartamento, si era de él por qué no 

tenía la posesión, por qué no lo usufrutuaba, por qué razón 

tenía que esperar que los herederos intervinieran o 

interpusieran una acción judicial, si era de su propiedad; esas 

son preguntas que responde de manera adversa el 

demandado; incluso, y a pesar de la muerte de la señora 

Gloria Tobón Mejía, el extremo pasivo como propietario 

inscrito no inició las acciones legales para recuperar la 

posesión, más bien lo que se dio fue el reclamo a los 

familiares de ésta, frente al pago de impuestos, cuotas de 
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administración y otros ítem que la sana lógica instruye, 

corresponden al propietario; pues quien es dueño no le pide 

a los que no lo son, que asuman los gastos del bien que le 

pertenece. 

 

Se concluye que el trasfondo del negocio jurídico que se hizo 

visible, y lo querido realmente por los contratantes, era la 

garantía de unas deudas sin siquiera satisfacer 

fehacientemente la real voluntad de adquirir y de vender el 

derecho de propiedad; de lo que se sigue, que el contrato de 

compraventa objeto de la Litis está afectado de simulación 

relativa y aunque como se señaló el demandante, se 

equivocó al cualificar la simulación como absoluta, ello no 

constituye impedimento para decir el derecho, declarándose 

la simulación relativa que se configura pues es una tarea de 

interpretación de la demanda y, por ello, llega a la conclusión 

que en verdad es la simulación relativa la que se busca, lo 

cual se acompasa con lo señalado en la sentencia del 30 de 

julio de 2008, de la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación Civil, con ponencia del Doctor Namén Vargas, 

expediente No. 1998-00363-01. Así las cosas, se declarará 

que el contrato de compraventa celebrado el 20 de 

septiembre de 2017, entre la señora Gloria Tobón Mejía, 

como vendedora y el señor Juan Manuel Ramírez Ríos, como 

comprador, asentado en la escritura pública No. 3053, 

otorgada en la Notaría Séptima de Medellín, adolece de 

simulación relativa, porque en verdad se constituyó para 

garantizar el pago de $60.000.000.oo, concerniente a un 

presunto contrato de mandato. 
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Apelación: Lo interpuso la parte demandada y  dentro de los 

tres (3) días siguientes a la audiencia de instrucción y 

juzgamiento, indicó los siguientes reparos: Está acreditado 

que el demandado es médico anestesiólogo, pensionado de 

la Universidad de Antioquia, amigo y compañero de trabajo 

de la señora Gloria Tobón Mejía por más de 50 años, que 

nunca ha defraudado a nadie; quien con el ánimo de evitar 

disputas manifestó siempre al grupo familiar de la señora 

Gloria Tobón Mejía y, particularmente, a los señores Aurelio 

Tobón Mejía y Genoveva Tobón Mejía su disposición para 

definir el tema de los bienes transferidos por la señora Gloria 

Tobón Mejía, pero que en contraprestación le cancelaran los 

dineros reconocidos por la vendedora Tobón Mejía por el 

precio pagado para el otorgamiento de la escritura pública 

No. 3053, del 20 de septiembre de 2017, otorgada en la 

Notaría Séptima de Medellín; recursos que invirtió en una 

serie de actuaciones personales y profesionales que desplegó   

en representación y a favor de la señora Tobón Mejía, y que 

ésta reconoció con el otorgamiento del acto escriturario; 

también quedó demostrado que el contrato de compraventa 

no fue simulado, así como la excepción de “pago efectivo y, 

cuando menos, parcial”, porque la escritura pública contiene 

unos hechos inequívocamente dirigidos a la compraventa de 

los inmuebles objeto de la misma, otorgada por la vendedora 

en pleno uso de sus facultades y como contraprestación de 

los dineros cancelados por el demandado y de servicios 

personales y profesionales que éste le prestó; en un acto de 

hidalguía el demandado se comunicó con los señores Aurelio 

Tobón Mejía y Genoveva Tobón Mejía para informarles sobre 

la transferencia a su favor de los bienes inmuebles por parte 
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de la señora Gloria Tobón Mejía; además, que estaba 

dispuesto a transferir los bienes, conforme a la voluntad de 

la vendedora, en cuanto se le reconociera a Genoveva Tobón 

Mejía, los dineros adeudados, además de los dineros que él 

invirtió y que fueron reconocidos por la vendedora, por las 

gestiones personales y profesionales que adelantó en su 

favor; igualmente, les informó sobre los pagos de impuestos, 

certificados de tradición, gastos de notaría, rentas y registro, 

retención en la fuente, honorarios por actuaciones personales 

y profesionales del accionado, entre otros, y que fueron 

estimados por la señora Gloria Tobón Mejía en 

$60.000.000.oo, más los $22.000.000.oo que deben ser 

reconocidos a la señora Genoveva Tobón Mejía como lo indicó 

la vendedora; el precio de la venta fue de $82.000.000.oo, 

que comprende $60.000.000.oo a favor del demandado y 

$22.000.000.oo de la deuda a favor de la señora Genoveva 

Tobón Mejía; en el evento que se controvirtiera el pago, no 

podría ser por la totalidad del precio, sino por 

$44.200.000.oo, que corresponde a la diferencia entre el 

precio acordado en la escritura de compraventa, que fue de 

$126.200.000.oo y los referidos $82.000.000.oo, suma que 

se debe tener como pago efectivo o cuando menos parcial; 

está acreditada la legalidad y veracidad del contrato de 

compraventa y desvirtuada la existencia de la simulación 

pretendida e, igualmente, quedó probada la buena fe del 

demandado y la mala fe del demandante. 

 

En la reunión llevada a cabo en la “Repostería Astor” de la 

ciudad de Medellín, definieron los temas correspondientes a 

los inmuebles transferidos por la causante al demandado, 
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donde explicaron las consideraciones que tuvo la vendedora 

para enajenarlos; además, los hermanos y sobrina de la 

señora Gloria Tobón Mejía, quien aún se encontraba con vida, 

solicitaron al demandado traspasar los bienes a la sobrina de 

aquella, Diana  Cumplido Tobón; dando inició a los contactos 

para atender los temas relacionados con la vendedora, al 

punto que con la demanda se aportaron comunicaciones 

remitidas por el extremo pasivo al doctor Aurelio Tobón 

Mejía; la parte demandante viene actuando con temeridad 

porque mientras acordaron con el demandado que iban a 

organizar todos los temas, presentaron el proceso de 

sucesión y la presente demanda; los testigos de la parte 

demandante son de oídas, quienes desconocen los 

pormenores de la negociación entre el accionado y la señora 

Gloria Tobón Mejía; por estas razones, solicita se revoque la 

sentencia de primer grado y, en su lugar, se disponga que no 

existió la simulación deprecada y, consecuentemente, se 

acoja la excepción de “pago parcial”. 

 

En segunda instancia, dentro del término del traslado para 

sustentar el recurso de apelación, el recurrente volvió sobre 

los argumentos  que presentó dentro de los tres (3) días 

siguientes a la audiencia de instrucción y juzgamiento y que 

viene de sintetizarse. 

 

La parte no recurrente, al descorrer el traslado señaló que, 

el demandado manifiesta que adelantó una serie de 

actuaciones para defender los intereses económicos de la 

señora Gloria Tobón Mejía, que valora en $60.000.000.oo; 

pero en el plenario no está acreditada la existencia de un 
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contrato de mandato entre la señora Tobón Mejía y el 

accionado, puesto que las supuestas actuaciones no pasaron 

de ser simples recomendaciones o consejos que brindó a 

título gratuito, dada la amistad que los unía; en cuanto al 

otorgamiento de la escritura pública se debe tener presente, 

que no obedeció al supuesto reconocimiento al demandado 

de $60.000.000.oo por honorarios y la deuda que la señora 

Gloria Tobón Mejía tenía con su hermana Genoveva; sino, 

que ello tuvo lugar por el consejo que el demandado brindó 

a la señora Tobón Mejía, tal como consta en la prueba escrita 

arrimada, consistente en que escriturara sus bienes a alguien 

de confianza y como no tenía a nadie, le solicitó al encausado 

que le prestara ese inmenso favor y así librar los bienes de 

la persecución de terceros acreedores, cuyos créditos 

superaban los $200.000.000.oo; además, si se aceptara lo 

aducido por el demandado, se incurriría en el tipo penal 

previsto en el Art. 251 del Código Penal, abuso de condiciones 

de inferioridad, puesto que la señora Gloria Tobón Mejía, 

tenía la necesidad de salvaguardar sus bienes de las manos 

de sus acreedores y el enjuiciado se aprovechó para sí de tal 

situación, obteniendo los bienes inmuebles de propiedad de 

la señora Tobón Mejía, avaluados en $296.700.000.oo, 

conforme la prueba allegada por el extremo pasivo, a cambio 

de $60.000.000,oo por unos supuestos honorarios; de donde 

concluye, que el accionado simplemente prestó su nombre 

para aparentar ser el comprador de los inmuebles y librarlos 

de la persecución de los terceros acreedores; amén, que la 

excepción de pago parcial propuesta, carece de sustento 

porque no se acreditó las gestiones que adelantó el 

demandado valoradas en $60.000.000,oo; a lo largo del 
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proceso, el extremo pasivo de la relación procesal para 

justificar el otorgamiento de la escritura pública ha señalado 

tres hipótesis diferentes; que el acto escriturario obedeció al 

pago de sus honorarios profesionales y de la deuda con 

Genoveva; que recibió los inmuebles con el encargo de 

transferirlos a la Fundación San Vicente de Paúl y, que se 

trataba de un favor a su amiga de toda la vida para ocultar 

los bienes de terceros acreedores; siendo esta última la más 

coherente y corroborada con las pruebas recaudadas. 

 

La parte no recurrente, dentro del término legal presentó 

apelación adhesiva, en la que señaló los puntos concretos de 

inconformidad y pasó a sustentarlos en los siguientes 

términos: El a quo concluyó que el negocio de compraventa 

no era absolutamente simulado, sino que sólo estaba 

afectado de simulación relativa; cuyos argumentos carecen 

de respaldo probatorio y riñen con las reglas de la sana crítica 

y de la experiencia, a más de desconocer lo previsto en los 

Arts. 164 y 176 del C.G.P.; toda vez, que no es cierto ni está 

acreditado que la señora Gloria Tobón Mejía adeudara al 

demandado dineros por concepto de honorarios; no hay 

prueba de los préstamos que éste le hizo para su 

sostenimiento y, la transferencia de los inmuebles se  realizó 

para evitar un embargo inminente; no existió un contrato de 

mandato entre el accionado y la señora Gloria Tobón Mejía, 

de donde se pudiera deducir el pago de los honorarios 

señalados por el demandado; pues las actividades señaladas 

por el encausado en la declaración de parte no configuran un 

mandato conforme las voces del art. 2142 del C. Civil; amén, 

que los elementos de convicción adosados al plenario, dan 
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cuenta que dichas actuaciones no generaron honorarios sino 

que se adelantaron a título gratuito; no obstante lo cual, el a 

quo concluyó que sí generaron honorarios, desconociendo el 

material probatorio debida y legalmente aportado, con el que 

se demuestra lo verdaderamente acordado por las partes que 

dista de lo señalado por el a quo al dictar sentencia; tampoco 

acreditó los supuestos préstamos hechos por el accionado a 

la señora Gloria Tobón Mejía y que se reconocen en la 

decisión de primer grado y que supuestamente se 

garantizaron con la compraventa; la sentencia que ataca 

indicó que en el pretendido y oculto negocio, se pactó una 

condición resolutoria, en cuanto que la transferencia hecha 

al demandado quedaría sin efecto si se le pagaba lo adeudado 

por honorarios y préstamos, sin que en el plenario exista 

ningún medio de convicción que acredite tal acuerdo; de 

donde dicho colofón carece de soporte probatorio y, por el 

contrario, riñe con las pruebas oportunamente arrimadas. 

Por estas razones solicita, se modifique el numeral segundo 

de la parte resolutiva de la sentencia de primer grado, 

declarando que el contrato de compraventa vertido en la 

escritura pública No. 3.053 del 20 de septiembre de 2017, 

otorgada en la Notaria Séptima de Medellín, adolece de 

nulidad absoluta. 

 

Se advierte, que el extremo pasivo no descorrió el traslado 

de la sustentación de la apelación adhesiva, presentada por 

la parte demandante. 
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III. CONSIDERACIONES 

 

Problemas jurídicos: El recurso de apelación de cara a la 

sentencia de primer grado, plantea los siguientes problemas 

jurídicos que la Sala debe resolver: ¿Las pretensiones de la 

demanda están llamadas a prosperar? ¿Se probó la 

simulación absoluta? 

 

La simulación y la prueba: La simulación a la que se 

contrae el libelo genitor se conoce como absoluta, la cual 

consiste en que los supuestos contratantes aparentemente 

celebran un acto o contrato, como el de compraventa, cuando 

la real y verdadera voluntad es la de no celebrar ningún acto; 

en otros términos, en los contratantes no existe ningún 

ánimo o intención de obligarse, toda vez que en la persona 

que aparece como vendedora no existe voluntad de transferir 

el dominio, como tampoco existe la de adquirirlo en quien 

oficia como comprador.  

 

Sobre la simulación y la carga de la prueba ha dicho la Sala 

de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia: 

 

“En el cosmos contractual, de ordinario, acontece que la 

voluntad expresada –o exteriorizada- por las partes, es el 

corolario fidedigno del querer de las mismas, el reflejo de su 

intento, de suerte que en tales circunstancias converge la 

voluntad y su declaración.  Sin embargo, ello no resulta ser 

siempre así, habida cuenta que en algunas ocasiones 

aquellas, impulsadas por diferentes móviles, se confabulan 
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para engañar a terceros, ya sea realizando tan sólo en 

apariencia un acto cuyos efectos no desean, ora ocultando, 

detrás de la declaración que se pone de presente al público –

por ello tildada de ostensible-, otra intención real y seria que 

es la que los agentes verdaderamente tienen, pero la cual 

mantienen encubierta frente a los demás. Situaciones como 

las anteriores, dan lugar a lo que, de antaño, se conoce como 

simulación absoluta y relativa, respectivamente.  

 

“Por lo tanto, pese a que el negocio reúna externamente las 

condiciones de validez, éste no constituye ley para las partes 

(lex contractu) ya que la actuación realizada no las ata, sino 

que la verdadera voluntad, la denominada interna, es la 

llamada a disciplinar sus relaciones, razón por la cual la 

jurisprudencia de la Corte, desentrañando el contenido del 

artículo 1766 del Código Civil, habilitó en el ordenamiento 

patrio la acción declarativa de simulación, a fin de permitir 

que los terceros, o las partes que se vean afectadas 

desfavorablemente por el acto aparente, puedan 

desenmascarar tal anomalía en defensa de sus intereses, y 

obtener el reconocimiento jurisdiccional de la realidad oculta, 

en pos de combatir el prenotado acuerdo simulatorio, de 

factura mentirosa o tramposa, tal y como lo tilda un 

importante sector de la doctrina patria y comparada. 

 

“De lo que se viene diciendo, cuando de la absoluta se trata, 

se sabe que el accionante persigue la declaración de carencia 

o ausencia de efectos del acto aparente, mientras que en la 

relativa, que la justicia defina o precise, in casu, el negocio 

realmente celebrado, en cuanto a su naturaleza, a sus 
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alcances, a las condiciones del mismo o a las personas a 

quienes realmente vincula. 

 

“Abandonado el sistema de tarifa legal que regía en vigencia 

de la Ley 105 de 1931 o Código Judicial, el actual 

ordenamiento procesal civil dejó a la libre convicción del 

juzgador, con específicas excepciones, la ponderación 

razonada del mérito de las pruebas de acuerdo con las reglas 

de la sana crítica (CPC, art. 187), de lo cual fluye que en 

materia de pretensión simulatoria y para su exitoso ejercicio, 

pueden las partes o los terceros, in abstracto, acudir a toda 

clase de medios de prueba, dado el sigilo y la audacia con 

que los contratantes suelen actuar para disfrazar el acto 

jurídico en la penumbra (actus clam et occulte celebratus), 

aun cuando en la praxis la prueba indirecta es la más 

socorrida, particularmente la indiciaria, dada la dificultad 

probatoria que campea en esta materia (difficilioris 

probationes). 

 

“Restringir el empleo libre de la prueba en tratándose de la 

simulación, en efecto, no estaría en consonancia con el 

plausible propósito de facilitar la comprobación del acto 

simulador, hijo, como se acotó, de la audacia y del sigilo de 

sus artífices, encaminado a desdibujar la realidad jurídica a 

través de la apariencia negocial.  Desde esta perspectiva, por 

consiguiente, uno de los más afectivos mecanismos –ex lege-  

orientado a despojar la muletilla empleada por quienes 

orquestaron la negociación ficta, es la libertad probatoria, por 

lo demás acorde con la manifiesta situación de desequilibrio 

en que se encuentran los afectados por la materialización del 
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acto aparente o virtual, no empecé, se reconoce, la 

acentuada dificultad probatoria de índole práctica. 

 

“Empero, en la búsqueda del rastro o de la huella que 

evidencia los hechos que exteriorizan una aparente realidad 

–precio de la venta, entrega del bien, capacidad económica 

del adquirente, beneficios económicos del enajenante, etc., 

entre otras circunstancias de las que pueda colegirse con 

certeza que no se realizó el negocio visible u ostensible, la 

técnica investigativa enseña que el juzgador, al evaluar el 

resultado que el material probatorio arroja, no puede menos 

que iniciar su labor analizando aisladamente cada medio de 

prueba, para después confrontarlos y sopesarlos en conjunto. 

De lo contrario, la valoración que realice en torno a cada uno 

de ellos lo podrá conducir, ciertamente, a una conclusión de 

suyo contraevidente y, por tanto, alejada de la real teleología 

de la prueba.  Lo propio importa manifestar en punto a un 

mismo medio probatorio, verbi gratia, los indicios, como 

quiera que indefectiblemente debe ponderarlos en forma 

articulada (CPC, art. 250) pues sólo de esa manera podrá 

concluir, con acierto, que el negocio es simulado. 

 

“Conviene recordar en este momento, que la carga de probar 

la simulación (onus probandi) corresponde a quien persigue 

su declaratoria (CPC, art. 177) sin perjuicio del elevado deber 

que tiene el juez de proveer oficiosamente para verificar los 

hechos alegados (num. 4°, art. 37, 179 y 180 ib), y que con 

tal propósito debe aquel aportar al juzgador suficiente y 

fidedignos medios de prueba que le permitan a éste, sin 

excitación alguna, formarse el convencimiento de que el 
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negocio jurídico cuestionado es aparente y, por ende, reñido 

con la realidad volitiva Inter.-partes, vale decir con su 

genuina intentio.  Parafraseando a uno de los militantes de la 

conocida escuela de la exégesis, M. Larombiére, la prueba 

empleada en la esfera simulatoria ha de ser “potente”, y 

dicha potencia –o fuerza de convicción, de ordinario, dimana 

de pruebas indirectas, preponderadamente de los indicios y 

de ciertas conjeturas fundadas, como se anticipó, toda vez 

que la descrita tipología probatoria es la que puede develar 

el acto simulado, en la medida en que se ubica en un plano 

similar al que descendieron quienes con tal propósito se 

conchabaron, cumpliendo destacar que el juez, frente a una 

exposición de hechos de tal naturaleza, no puede asumir una 

conducta absolutamente pasiva –como es evidente en el sub 

lite-, so pretexto de perseverar una mal entendida 

imparcialidad, con desdén hacia los deberes que como 

director del proceso le imponen las leyes de procedimiento, 

edificadas en la inteligencia de que importa a la justicia 

encontrar la verdad” para hacerla latir en la sentencia, como 

dictado de la razón y no como simple y llano pronunciamiento 

de su autoridad.” (CORTE SUPREMA DE JUSTICIA – SALA DE 

CASACION CIVIL. Sentencia del 15 de febrero de 2000). 

 

Con posterioridad, la Corte reiteró sobre la importancia de la 

prueba indiciaria para acreditar la simulación, para cuyo 

efecto indica que ha elaborado un catálogo de hechos 

indicadores, enunciando algunos de ellos; al efecto 

puntualiza:  
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“En consideración al sigilo que ampara la celebración de los 

actos simulados, la prueba de indicios se propone como la 

más conducente y eficaz para la correspondiente 

demostración, especialmente cuando no se cuenta con 

prueba documental. 

 

“En relación con la prueba indiciaria, la doctrina particular 

(nacional y extranjera), y la jurisprudencia de la Corte 

Suprema de justicia, además de reconocer sumo grado de 

importancia en este campo, han venido elaborando un 

detallado catálogo de hechos indicadores de la simulación, 

entre los cuales se destacan el parentesco, la amistad íntima 

de los contratantes, la falta de capacidad económica de los 

compradores, la falta de necesidad de enajenar o gravar, la 

documentación sospechosa, la ignorancia del cómplice, la 

falta de contradocumento, el ocultamiento del negocio, el no 

pago del precio, la ausencia de movimientos bancarios, el 

pago en dinero efectivo, la no entrega de la cosa, la 

continuidad en la posesión y la explotación por el vendedor, 

etc.”. (CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil, 

sentencia del 8 de mayo de 2001, M.P. Dr. José Fernando 

Ramírez Gómez). 

 

El disenso: Señala el demandado que como en el plenario 

no se acreditó la simulación absoluta deprecada ni la relativa 

que fue declarada por el a quo, las pretensiones de la 

demanda se deben desestimar; por su parte, el extremo 

activo en la apelación adhesiva que presentó, afirma que al 

contrario de lo indicado por el a quo, en el presente caso, no 

está acreditada la simulación relativa sino la absoluta como 
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lo pretende en la demanda; al efecto, procede la Sala al 

análisis de las pruebas adosadas al plenario, comenzando por 

la testimonial, en los siguientes términos: 

 

El testigo Andrés Tobón Estrada, hijo del demandante y 

sobrino de la señora Gloria Tobón Mejía, señaló que a finales 

de 2017 y principios de 2018, vino a Medellín para las fiestas 

de fin de año y en ese momento, su papá y Judith le dijeron 

que fuera donde Gloria a ver como estaba porque les 

preocupaba su estado de salud mental; fue con su hermano 

Santiago y con Jimena, conversaron con ella en el 

apartamento del centro, al ser preguntada por las deudas 

porque hacía como 3 o 4 años había tenido un lio con un 

cobro jurídico, hicieron una recapitulación y determinaron 

que adeudaba más o menos $200.000.000.oo; les dijo que 

con la pensión que recibía de cuatro o cinco millones y lo que 

necesitaba para vivir, no tenía como cubrir esas obligaciones; 

como el Código General del Proceso, había entrado en rigor 

recientemente, le plantearon la alternativa de insolvencia de 

persona natural y ella dijo que no, que iba a solucionar todo 

de otra manera; entonces le preguntaron sobre lo que había 

hecho y les dijo que tranquilos que todo estaba solucionado; 

que un vecino amigo de ella le había estado ayudando con 

esos temas que no me preocupara que tranquilos; como todo 

les pareció muy raro, con Jimena investigaron un poco y 

buscaron la matrícula del apartamento que había estado 

embargado en un cobro jurídico por cuotas de administración 

porque ella tenía un debate con el edificio; al buscar los folios 

de matrícula del apartamento, garaje y cuarto útil, 

encontraron que los había transferido a Juan Manuel; 
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volvieron donde Gloria a ver eso a que obedecía, ella les 

preguntó que como se enteraron y le manifestaron que eso 

era público y cualquiera lo podía revisar, entonces les dijo 

que Juan Manuel había ido a un juzgado y que la iban a 

embargar y que le tenía que transferir rápido el apartamento 

para evitar el embargo, pero él le dijo que nadie podía saber 

eso porque el Notario se podía meter en un lio; le 

manifestaron que era raro que eso no se pudiera saber y que 

era una cosa complicada, porque si Juan Manuel muere los 

bienes entran a la sucesión de él y si tiene hijos van a tener 

un problema con ellos, y si tiene acreedores pueden 

embargar el apartamento y te lo quitan y sacan de aquí a 

sombrerazos; ella dijo que Juan Manuel era una persona de 

su entera confianza y que cuando ella le pidiera que le 

devolviera el apartamento él lo haría; le dijeron que lo que 

hizo fue un error; que le iban a decir a Juan Manuel; además, 

le llevaron copia de las sanciones disciplinarias que le había 

impuesto el Consejo al abogado Trujillo que ella tenía, quien 

estaba excluido de la profesión y no podía ejercerla; cuando 

estaba en Bogotá le contaron que habían sostenido unas 

reuniones con Juan Manuel para hablar del asunto y cuando 

volvió a Medellín en el 2018, habían estado buscando a Juan 

Manuel para contactarlo, les dijo que había que hacerlo 

directamente y se le aparecieron en el edificio, una vez allí 

preguntaron por él, bajó y les sacó una carta con unos anexos 

y les dijo que estaba dispuesto a devolver el apartamento 

pero que le reconocieran los trabajos que hizo, eso fue 

después del deceso de Gloria; al mirar la relación de los 

gastos, le dijeron sobre los gatos de escrituración, predial, 

notaría y registro, que estaban de acuerdo en reconocerlos, 
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pero cuando observan $60.000.000.oo de honorarios, le 

dijeron que Gloria les manifestó que él hizo estas cosas como 

amigo y como un favor, y ahora resulta que los cobra como 

honorarios y él les dijo que una cosa era con Gloria y otra con 

la familia; le manifestaron que lo que era un favor se volvió 

honorarios; no hay nada más que hablar; les indicó que 

estudiaran el documento que ahí estaban todas las gestiones 

que había hecho y las gestiones eran que en los anexos 

estaba lo de la exclusión del abogado que ya habían 

conseguido; entienden conforme lo que dijo Gloria que él  

hizo unos trámites, la acompañó a Davivienda para averiguar 

por el crédito, averiguó por el proceso ejecutivo en el que 

aparentemente la iban a embargar, pero nunca dijo que 

hubiera adelantado gestiones profesionales; ellos eran muy 

amigos, trabajaron en determinadas instituciones, no lo 

conocían; Gloria dijo que él había pagado los trámites de 

notaría, otros préstamos y otras cosas (minuto 2:02 y SS., 

archivo 2018-00573 testimonios y alegatos, CD folio 179 

cuaderno principal). 

 

La declarante Jimena Cumplido Tobón, manifestó que hace 

muchos años Gloria venía con varias deudas con bancos, en 

ese caso Andrés, Aurelio y Judith su mamá intentaron 

ayudarla e hicieron un resumen de lo que debía en diciembre 

de 2017 y enero de 2018, que eran más de $200.000.000.oo 

aproximadamente; les parecía que Gloria no estaba bien de 

salud y fue con Andrés y Santiago; en esa reunión ella era 

coherente y a veces se perdía un poquito, sobre las deudas 

les dijo que ya había solucionado todo y que todo estaba muy 

bien; de ahí pensaron que era imposible que hubiera 
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solucionado todas las deudas porque con lo que se ganaba 

por pensión y las deudas que tenía no era factible; Andrés 

consiguió los registros para mirar a nombre de quien estaba 

el apartamento y se dieron cuenta que estaba a nombre del 

doctor Juan Manuel, la volvieron a visitar y le preguntaron 

porque el apartamento estaba a nombre de Juan Manuel, les 

manifestó que él no vaya a saber eso, es un secreto, que él 

le dijo que no le podía contar a nadie que hicieron eso rápido 

porque él le informó que ya le iban a quitar el apartamento 

por parte de una de las entidades acreedoras; que Gloria le 

dio un poder para ir a Refinanciar y a los que son de cartera 

para saber cuánto debía en cada sitio y para poder proceder 

a solucionar lo de las deudas; la volvió a visitar con una 

médica para que la evaluara porque consideraban que no 

estaba bien mentalmente, la médica le hizo un examen físico 

y dijo que en general se veía bien, le mandó unos exámenes 

que Gloria no se los quiso hacer; después de eso intentó 

visitarla y dijeron que ella no estaba y fue que le negó la 

entrada a toda la familia; luego la empleada que llevaba con 

ella toda la vida la encontró en el piso caída como con un 

golpe en la cabeza, la llevaron a la Soma y ahí empezó como 

el camino a la muerte, pues más o menos a los dos meses 

falleció; estando en la clínica algunas veces era coherente y 

otras no, le dijo directamente porque estaba con ella sola, no 

vayan a vender mi apartamento porque ella iba a volver allá, 

y le dijeron cuál apartamento si usted se lo pasó a Juan 

Manuel y le manifestó yo tengo que decirle que me lo 

devuelva, a los diez (10) días murió; con Juan Manuel no ha 

tenido ninguna reunión; ella le dijo que el demandado le iba 

a devolver el apartamento cuando se lo dijera y a quien ella 
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indicara; no conoció el estado mental de Gloria cuando 

suscribieron la escritura pública porque no estuvo presente, 

se pasó varios meses sin visitarla y no la vio mucho, además 

que no tenía teléfono porque se lo cortaron por falta de pago; 

de la pensión que recibía $5.000.000.oo le debitaban la mitad 

porque tenía una deuda con el Fondo Universitario; no sabe 

si la situación económica de Gloria mejoró después del 

traspaso de la propiedad a Juan Manuel; además, que ello no 

se solucionó porque todavía había casos con Refinancia los 

de cartera; de las relaciones profesionales entre ellos no sabe 

nada porque ella se jubiló casi de 50 años, cuando todavía 

era una niña (minuto 14:19 y SS., archivo 2018-00573 

testimonios y alegatos, CD folio 179 cuaderno principal). 

 

La testigo Genoveva Tobón Mejía, afirmó que conoce que 

Gloria le traspasó el apartamento a Juan Manuel, pero ella no 

estuvo presente, ella se lo traspasó porque estaba en mucho 

peligro de perderlo, pero no sabe si el demandado pagó el 

precio; sabe que se lo transfirió porque ellos eran muy 

amigos y se lo traspasó para salvarlo; no sabe nada del 

negocio porque la hicieron a un lado del todo; Gloria le debía 

unas platas y ella nunca le habló de ese negocio; ella era 

dueña del apartamento y hacía lo que quería; no sabe para 

qué es la demanda porque de esas cosas no sabe mucho y 

no preguntó; el demandado le dijo que iba a devolver el 

apartamento porque Gloria se lo traspasó para salvar la 

propiedad, pero no sabe más detalles porque estuvo al 

margen de todo ese problema; Gloria antes de fallecer le 

debía como $20.000.000.oo, pero en vida de Gloria no 

hablaron del pago de la deuda; los $20.000.000.oo que le 
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debía Gloria no le han sido pagados; el documento visible a 

folios 128 del expediente ella lo firmó pero no lo hizo porque 

fue donde Juan Manuel lo leyeron y lo firmó; Juan Manuel lo 

redactó, lo hizo y ella lo firmó (minuto 27:06 y SS., archivo 

2018-00573 testimonios y alegatos, CD folio 179 cuaderno 

principal). 

 

Diana Cumplido Tobón, en la declaración informó que 

estuvieron en una reunión con el demandado, el tío Aurelio y 

su señora madre Judith Tobón Mejía, en el Astor de Junín, 

esa reunión fue antes de la muerte de Gloria porque ella 

estaba en la Clínica Soma, eso fue en el mes de marzo; allí 

hablaron con Juan Manuel sobre la devolución del 

apartamento porque estaba a nombre de él, y dijo que sí que 

él le hizo un favor a Gloria y cuando quisieran lo traspasaba 

a nombre de ella, de Diana y que cobraba los gastos de 

notaría que había tenido que hacer, y anotó todos los datos 

para empezar esa diligencia que no se empezó porque él no 

cumplió con su palabra; que hablaron con Aurelio el martes 

pasado de lo que iban a hablar en la audiencia, recapitularon 

la historia desde que su hermana, Andrés y Santiago fueron 

a hablar con Gloria sobre las deudas que tenía; después que 

Jimena volvió con Andrés; luego las llamaron de cuidados 

especiales, de la reunión en el Astor, y después de la muerte 

de Gloria el tío Aurelio y Andrés hablaron con el demandado; 

lo que hablaron con el accionado supone que era una cesión 

gratuita porque Gloria ya estaba en la etapa terminal, y lo 

que querían era pagar las deudas que ella tenía; el 

demandado era titular de la propiedad por una venta ficticia; 

Juan Manuel en la reunión les explicó que le había hecho un 
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favor a Gloria porque ella tenía muchas deudas y el 

apartamento lo iban a embargar; él explicaba eso como un 

favor de amigos y simplemente iba a traspasar la propiedad 

a su nombre; supone que como el apartamento quedaba a 

nombre del demandado se salvaba del embargo porque ya 

no era de Gloria (minuto 37:59 y SS., archivo 2018-00573 

testimonios y alegatos, CD folio 179 cuaderno principal); 

igualmente, la testigo Judith Tobón Mejía, señaló que Gloria 

también era enfermera y en sus últimos años estuvo 

físicamente muy decaída, en el momento en que fue 

hospitalizada estaba muy mal; no dejaba entrar a la casa a 

los hermanos porque no quería que se enteraran de lo que 

por fuera se sabía y era que estaba muy endeudada; cuando 

ella estuvo hospitalizada ya sabían que había pasado el 

apartamento a Juan Manuel; ella no tenía deudas con Juan 

Manuel, si debía mucha plata incluso al Fondo de Bienestar 

Universitario de la Universidad de Antioquia; cuando Gloria 

estaba hospitalizada se reunió en compañía de su hija Diana 

y de su hermano Aurelio, con el demandado, para enterarse 

porque él tenía el apartamento; él les dijo que era verdad 

pero que lo iba a transferir a quien Gloria dijera, entonces 

acordaron que fuera transferido a nombre de Diana Cumplido 

Tobón, el demandado tomó todos los datos, número de 

cédula, dirección y número de celular y le manifestó que la 

estaba llamando para ver cuando hacían el traspaso, hasta 

ahí se dieron cuenta; querían que el apartamento se le 

traspasara a Diana porque era la ahijada mayor y Gloria la 

quiso mucho, entonces pensaron que era lo mejor que no 

fuera a ninguno de ellos sino a Diana; no saben qué negocio 

jurídico se iba a hacer, él les dijo le voy a ceder a Diana, no 
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sabe más; él tenía el apartamento tenía la llave; él manifestó 

la disposición de cederle a Diana el inmueble y se quedó con 

todos los datos de ella; no sabe la razón por la que iba a 

transferir el apartamento se supone que no era de él (minuto 

45:01 y SS., archivo 2018-00573 testimonios y alegatos, CD 

folio 179 cuaderno principal). 

 

Así mismo, el demandado en el interrogatorio que absolvió 

afirmó que se conoce con Gloria hace más de 50 años porque 

fueron profesores de la Universidad de Antioquia, trabajaron 

en el Hospital San Vicente de Paul desde 1968, fueron amigos 

incondicionales, se ayudaron y colaboraron en sus 

problemas; Gloria en los últimos años tuvo problemas 

económicos y jurídicos, él le colaboró en todos esos 

problemas y, además en los dos últimos dos (2) años que 

Gloria tuvo problemas económicos muy graves por 

préstamos con entidades bancarias y particulares; de 

pensión solo le llegaba $1.200.000.oo o $1.250.000.oo 

quincenales que no le alcanzaban para sostenerse, y cada 

vez estaba en peores condiciones y por eso la auxilió 

proporcionándole mensualmente o cada que ella le solicitaba 

algún dinero; el año pasado ya no se sentía bien y llegaron a 

un acuerdo donde ella le decía que terminara con todos sus 

problemas a nivel de estrados judiciales y de las personas 

particulares, puesto que le hicieron firmar hasta letras en 

blanco; llegaron a un acuerdo donde le reconocía los 

honorarios por un proceso a nivel de Colpatria, en el Juzgado 

Sexto, él no era el abogado pero le hacía los documentos y 

ella los presentaba, nunca fue apoderado de ella en ningún 

proceso judicial, le colaboraba haciéndole las solicitudes 
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porque eran procesos de mínima cuantía; ella le decía que no 

quería que figurara como su apoderado en ningún proceso 

judicial; los otros procesos eran con Davivienda y Corpbanca; 

con personas particulares, una señora Rosa Amelia Villegas, 

que le prestó dinero y le firmó tres (3) letras en blanco, él 

simplemente llevó a Gloria para que hiciera una declaración 

extra-juicio donde dijera que le debía todavía $6.000.000.oo 

a dicha señora, porque no se sabía que iban a hacer con esas 

letras; había un abogado del que no recuerda el nombre que 

le decía que le iba a embargar el apartamento, y le dijo a 

Gloria que no volviera a tener contactos con ese señor y que 

no le volviera a firmar ningún documento ni a darle dinero, 

porque cada mes le daba plata; la última deuda con Colpatria 

la liquidaron en $105.000.000.oo y de eso él no pagó nada; 

en Davivienda el proceso no lo habían continuado porque 

aparecía la deuda y no el proceso judicial; con Corpbanca no 

encontraban la deuda porque la misma fue obtenida cuando 

era Banco Santander, y no había proceso judicial, la asesoría 

fue simplemente estar pendiente cuando estaba listo el 

proceso para actuar, por lo que continuamente revisaba lo 

que pasaba con los procesos; no pactaron honorarios 

específicos sino que al final con los trabajos realizados más 

el dinero que ella le pedía un millón, millón y medio o dos 

millones mensuales, según la necesidad que tenía, y por la 

amistad y la confianza no firmaron ninguna letra ni recibo; 

todo se estimó en $60.000.000.oo y, además le dijo que le 

tenía toda la confianza para que le pagara a Genoveva la 

hermana $22.000.000.oo que le había prestado, para un 

total de $82.000.000.oo; en la escritura dice que el 

apartamento costó $126.000.000.oo pero el saldo no lo pagó 
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porque le siguió dando dinero después que hicieron la 

escritura hasta que la hospitalizaron; en febrero de 2018 lo 

llamaron al apartamento porque vivían en el mismo edificio, 

a decirle que Gloria estaba caída al pie de la cama no se sabía 

desde cuándo y no se podía levantar; él la sacó cargada y la 

llevó en taxi a la Clínica Soma; no tomó posesión del 

apartamento el día que firmaron la escritura porque en los 

acuerdos quedaron que ella continuaba viviendo en el 

apartamento porque no quería vivir o morir fuera de su 

apartamento, se hizo la escritura pero ella seguía viviendo en 

la propiedad; actualmente no tiene la posesión material del 

inmueble porque en los días que ella murió, 21 de abril de 

2018, acudió a su apartamento Genoveva la hermana a quien 

ella le debía los $22.000.000.oo, y le dijo Juan Manuel que 

fueran al apartamento y lo saquearon y se llevaron todo lo 

que había de valor, no saben quién pudo ser, porque ahí 

había una señora que vivió con ella toda la vida Hermelina; 

pidieron una llave que Gloria tenía en el apartamento 1202 

por si pasaba alguna cosa; todo estaba saqueado como 

quedó en las fotos; Genoveva le dijo que no encontró las 

joyas que tenía Gloria; después de la muerte de Gloria volvió 

al apartamento con Genoveva y habían cambiado la chapa y 

no pudo tomar posesión del mismo; no ha poseído el 

apartamento ni ha iniciado ningún proceso para ello porque 

mes y medio antes de morir Gloria fue citado por el doctor 

Aurelio Tobón Mejía, su Hermana Judith Tobón Mejía y Diana 

Cumplido Tobón, en la heladería Astor, para definir la 

situación del apartamento y le dijeron que hiciera la escritura 

a nombre de Diana Cumplido Tobón, de quien le dieron los 

datos; les dijo que cómo les iba a hacer la escritura si el 
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apartamento era de él y Gloria no se había muerto y ella 

deseaba regresar a su apartamento porque entre los 

acuerdos que hicieron era que ella siguiera viviendo allí; el 

fin de la escritura era pagarle lo que habían acordado, el 

compromiso de entregarle el dinero a Genoveva y continuar 

dándole dinero mensualmente a Gloria porque ella no se 

había muerto, y no pensaban que se iba a morir tan rápido, 

la escritura se hizo por $126.000.000.oo porque ese era el 

precio del avalúo catastral para la época y no podía ser 

menor; frente a los documentos visibles a folios 102 a 104 

donde no obstante de haber adquirido el apartamento 

requiere al demandante para que realice los pagos del mismo 

entre otros, señaló que el fin de la nota fechada el 25 de abril 

de 2018, dirigida al doctor Aurelio cuatro (4) días después de 

haber muerto Gloria, era primero informarle las deudas que 

tenían los inmuebles de Gloria y segundo mostrarle las 

obligaciones que estaban pendientes sobre esos inmuebles, 

porque como ambos lo indicaron hubo una reunión más o 

menos mes y medio antes de morir Gloria, en febrero de 

2018, en esa reunión en el Astor ellos pedían definir sobre 

ese inmueble que legalmente estaba a su nombre pero como 

ellos decían que el valor del servicio que le había prestado a 

Gloria y la plata que le hubiera dado, no se compadecía con 

el precio del apartamento y por eso siempre estuvo dispuesto 

a llegar a una decisión con ellos frente al inmueble; en primer 

lugar porque es médico anestesiólogo y abogado, tiene 

suficiente patrimonio, no le interesaba quedarse con un 

apartamento y entonces les dijo que le reconocieran eso y les 

hacía la escritura, ustedes me dicen a quién y le indicaron 

que a Diana la hija de Judith, les dijo que esperaran siquiera 
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que Gloria falleciera, porque ella quería regresar a su 

apartamento, vivir y morir allí; no es cierto que le hubiera 

recomendado a Gloria que le transfiriera el apartamento para 

que no se lo embargaran, porque él no evitó ningún embargo 

del apartamento 1102, sencillamente ella le hizo el traspaso 

por las situaciones narradas; con relación a lo señalado en el 

parágrafo segundo del documento obrante a folios 102 y 103, 

la venta no obedeció a evitar el embargo del inmueble porque 

no existía decisión judicial que ordenara el embargo, 

sencillamente se presentó el convenio con Gloria para que 

realizaran la escritura, pero en ningún momento había alguna 

decisión para embargar; lo allí indicado era para evitar el 

embargo en el supuesto caso de que el proceso hubiera 

continuado pero no había orden de embargo entonces como 

iba a impedir un embargo sino existía orden; eso lo señaló 

porque tenía acceso al proceso, iba con Gloria al Juzgado le 

prestaban a ella el expediente por ser parte y él lo observaba, 

y la última decisión era de mayo de 2018 y no había orden 

de embargo; frente a lo señalado en el último parágrafo del 

documento obrante a folio 132 señaló, que ambos como 

abogados sabían que luego de hacer la liquidación y ser 

aprobada por el Despacho, de ahí sigue el embargo y 

secuestro, pero que no dijo que ya lo iban a hacer; en cuanto 

le dijo que hiciese el traspaso a una persona de confianza ahí 

fue cuando ella decidió que era mejor de una vez hacerle la 

escritura para que liquidaran el dinero por lo que le había 

colaborado en los procesos, y lo que le había dado 

mensualmente, y para que le diera los $22.000.000.oo que 

le prestó la hermana; como ella no tenía a nadie de confianza 

para hacerle la escritura acordaron que le pagaba y seguía 
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dándole el dinero mensual porque a ella apenas le llegaba 

$1.250.000.oo quincenales, le pagaba a Genoveva y le 

continuaba dando la plata mensual; él le dijo que pasara el 

apartamento a alguien de confianza y ella le dijo la única 

persona de confianza era él, pero de una vez hagamos esto, 

cancelamos lo que le debo, usted se compromete a darle los 

$22.000.000.oo a Genoveva y ella seguía viviendo en el 

apartamento, y le seguía dando mensualmente lo que 

necesitara, que era un millón, millón  y medio o dos millones 

dependiendo de sus obligaciones, porque la plata no le 

alcanzaba porque la sola administración valía más de 

$450.000.oo; a Genoveva no le ha pagado los 

$22.000.000.oo porque en el transcurso del tiempo que 

habló con el doctor Aurelio, con Judith y su sobrina, quedaron 

de seguir conversando y de hecho conversaban, y él le decía 

no podía porque estuvo enfermo espéreme otros días, a los 

dos meses volvía y le decía espéreme que he estado muy 

ocupado, la última vez que conversaron fue en diciembre de 

2018, y él actuando de mala fe lo tuvo así y cuando menos 

pensó le notificaron la demanda; entonces no hubo tiempo 

de tomar una decisión sobre ese pago porque si ellos decidían 

porque él estaba presto a llegar a un acuerdo con ellos, y si 

decidían quedarse con el apartamento y que él les hiciera la 

escritura, lógicamente le tenían que dar la plata a Genoveva, 

como era el deseo de Gloria; no ha podido ingresar a la 

propiedad desde que murió Gloria, 4 o 5 días después ingresó 

pero no ha vuelto porque a eso le cambiaron chapa, no sabe 

cómo estará, no le ha cambiado la chapa a la espera de la 

decisión que iba a tomar el doctor Aurelio con su familia o 

mejor dicho con las otras dos personas que se reunieron y 
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que le dijeron que hiciera la escritura a Diana, y hasta 

diciembre lo tuvieron esperando y por debajo adelantando 

las demandas porque hay una de sucesión y esta; frente a lo 

indicado en la comunicación del 06 de noviembre de 2018, 

dirigida a Aurelio, Genoveva y Judith Tobón Mejía, es cierto 

lo que allí quedó consignado en cuanto que Gloria le pidió que 

traspasara las propiedades a la Fundación Hospital San 

Vicente de Paul, para cuando ella falleciera, y no ha iniciado 

esos trámites porque apareció el doctor Aurelio con su 

hermana y sobrina, para que organizaran de alguna forma lo 

referente al apartamento, él les dijo de todas formas se iba 

en contra de los deseos de Gloria pero ustedes son familia; 

en la reunión del Astor no les dijo sobre la deuda por 

$60.000.000.oo pero posteriormente les envió una 

comunicación en ese sentido que está en el proceso; pero 

nunca les dijo que no iba a cobrar nada por su gestión; en la 

reunión con Aurelio y el hijo de éste, Andrés, les dijo que si 

él a Gloria no le cobraba teniendo en cuenta el tiempo de 

amigos incondicionales, a ellos como no los conocía si les 

cobraba; Gloria le dijo usted ha trabajado soy consciente de 

esa situación entonces yo le pago pero él no le cobró (minuto 

21:34 y SS., archivo 2018-00573 presentación – 

interrogatorios, CD folio 179 cuaderno principal). 

 

Así mismo, se aportó la escritura pública No. 3.053, del 20 

de septiembre de 2017, otorgada en la Notaría Séptima del 

Círculo de Medellín, mediante la cual la señora Gloria Tobón 

Mejía dijo transferir a título de venta al demandado Juan 

Manuel Ramírez Ríos, los bienes inmuebles distinguidos con 

las matrículas inmobiliarias Nos. 01N-403167, 01N-403194 y 
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01N-403267 de la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de Medellín, Zona Norte; igualmente, se aportaron 

las mencionadas matrículas que obran a folios 4 a 18 del 

cuaderno principal, donde consta el registro del citado acto 

escriturario. 

 

Del escrutinio y análisis de las pruebas que vienen de 

relacionarse; en especial, de la prueba oral y de las 

confesiones del demandado, obtenidas en el interrogatorio 

que le fue formulado, se acreditó que quien ofició como 

comprador no ha recibido los bienes objeto del contrato de 

compraventa, ni ha entrado en posesión de ellos, quedando 

de esta manera, desvirtuada la cláusula quinta del acto 

escriturario, donde afirma que el comprador a la fecha del 

instrumento recibió a entera satisfacción los bienes objeto del 

contrato y, la afirmación de que llegó a un acuerdo con la 

vendedora para su entrega y para que la misma lo continuará 

ocupando, esta desprovista de prueba.  

 

En cuanto al precio consignado y su pago, acordado en la 

cláusula sexta del acto escriturario, se advierte que 

igualmente aparece desvirtuado como pasa a indicarse: El 

demandado al absolver el interrogatorio que le fue formulado 

reconoció que los contratantes no fijaron o acordaron precio 

alguno para los inmuebles, pues afirma que la escritura se 

hizo por $126.000.000.oo por ser el valor del avalúo catastral 

para la época y que no podía ser menor, sin que obedeciera 

al precio pactado o determinado por los contratantes, el cual 

ni siquiera fue anunciado y mucho menos acreditado en el 

plenario; amén, que en la comunicación del 25 de abril de 
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2018, remitida por el demandado al demandante, para 

efectos de determinar el monto de los honorarios 

profesionales que le adeudan indica que realizando un 

paralelo con el apartamento 902 y su parqueadero que son 

de iguales características a los que eran de propiedad de la 

señora Gloria Tobón Mejía, al cual le fue dado en el mes de 

febrero de 2018 un avalúo comercial de $396.700.000.oo, a 

la propiedad de la vendedora que además cuenta con cuarto 

útil, le asignó un avalúo comercial de $300.000.000.oo; lo 

que significa que el valor que supuestamente reconoció el 

demandado por los bienes inmuebles de $82.000.000.oo, 

corresponde a menos del 25% del valor comercial de los 

mismos, según su dicho, y el avalúo catastral es inferior al 

50% de ese valor (folios 26 cuaderno principal). 

 

Del valor total de la compraventa que supuestamente la 

vendedora recibió a entera satisfacción de manos del 

comprador, se advierte que esta atestación del acto 

escriturario también aparece desvirtuada; como lo indica el 

sujeto pasivo de la relación procesal en la versión que rindió 

y tal y como aparece señalado en la excepción denominada 

“pago efectivo y, cuando menos, parcial”; no canceló el 

precio de los bienes, pues supuestamente solo canceló 

$82.000.000.oo, de los cuales $60.000.000.oo corresponden 

al pago de impuesto predial, certificados de libertad, gastos 

de notaría, rentas y registro, retención en la fuente, así como 

el valor de los honorarios por las actuaciones personales y 

profesionales que le prestó a la vendedora y $22.000.000.oo, 

que corresponden a la deuda que la señora Gloria Tobón 

Mejía, tenía para con su hermana Genoveva Tobón Mejía, y 
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que según el demandado, cancelaría a la misma; sobre el 

particular tenemos, que como lo señaló en la declaración de 

parte que rindió y fue corroborado por la señora Genoveva 

Tobón Mejía, para la fecha de la audiencia no había cancelado 

suma alguna por el pago de dicha obligación; además, y en 

cuanto a los $60.000.000.oo que dice fueron reconocidos por 

gastos y honorarios por parte de la vendedora Gloria Tobón 

Mejía, se advierte, que esta afirmación del extremo pasivo, a 

más de confusa se torna contradictoria, pues como lo indicó 

al proponer la excepción de mérito denominada “pago 

efectivo y, cuando menos, parcial”, los $60.000.000.oo 

corresponden a los pagos que le fueron reconocidos por la 

vendedora por impuesto predial, certificados de libertad, 

gastos de notaría, rentas y registro, retención en la fuente, 

así como al valor de los honorarios por las actuaciones 

personales y profesionales que le prestó a la vendedora; sin 

que hubiera precisado a cuanto ascendió los mencionados 

gastos ni el monto o valor de los honorarios; a lo que se 

agrega, que también ha indicado que hizo prestamos a la 

vendedora, sin precisar la cuantía de éstos; incluso, en sus 

relatos indicó que los honorarios los calculó en un veinte por 

ciento sobre un avalúo de $300’000.000.oo del apartamento 

de propiedad de quien dijo ser vendedora, arrojando 

$60’000.000.oo, sin incluir los mencionados gastos y 

prestamos. Es más, el panorama es tan confuso y si se quiere 

contradictorio, que en el interrogatorio que absolvió fue 

enfático en afirmar que con Gloria no pactó honorarios 

específicos, sino que al final con los trabajos realizados más 

el dinero que ella le pedía un millón, millón y medio o dos 

millones de pesos mensuales, según lo que iba necesitando 
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y por la amistad y confianza que tenían, no firmaron ninguna 

letra ni recibo, todo se estimó en $60.000.000.oo, haciendo 

alusión a supuestos prestamos que hizo a la vendedora y de 

los cuales no informó al proponer el citado medio de defensa, 

ni allegó prueba que los corroborara; adicionalmente, el 

demandado se contradice cuando afirma que el monto de los 

honorarios le fueron reconocidos en vida por la señora Gloria 

Tobón Mejía, sin aportar prueba de ello; cuando 

precisamente, en el escrito que él mismo remitió al 

demandante el 25 de abril de 2018; esto es, cuatro días 

después del deceso de la vendedora que tuvo lugar el 21 de 

abril de 2018, y con el fin de liquidar los honorarios por los 

servicios prestados, en el numeral 7 consignó: “Para liquidar 

los honorarios de los trabajos realizados se tuvo en cuenta el 

Avalúo comercial del Apartamento 1102, Parqueadero 14 y el 

Cuarto Útil 14 del nivel 4-5 del Edificio Centro Caracas II P.H., 

trasladando el Avalúo del Apartamento 902 y su Parqueadero 

11 del mismo Edificio y que tienen la misma área y que había 

sido realizado en febrero de 2018. Los inmuebles de GLORIA 

fueron sacados o librados de su situación de vulnerabilidad 

ante el inminente peligro de su embargo, secuestro y remate 

y/o su despojo por dos Picaros Abogados. 

 

“Se realizó el avalúo del Apartamento 902 y su Parqueadero 

11 del Nivel -1.5 en $396’700.000.oo y como éste 

parqueadero no tiene Cuarto útil, se calculó que el Cuarto Útil 

del Nivel -4.5 que era de GLORIA, podría tener un valor 

superior a las 3’300.000.oo, por lo que se tuvo en cuenta un 

valor de $300’000.000.oo para los tres inmuebles de GLORIA 

y a este precio se aplicó el 20% para el cálculo de los 
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Honorarios, que es inferior a lo permitido para el cálculo de 

las tarifas pertinentes para los honorarios Profesionales de 

los Abogados. Así las cosas, los Honorarios para el presente 

caso, ascienden a SESENTA MILLONES DE PESOS M.L. 

($60’000.000.oo)” {folio 26 cuaderno principal}. 

 

Sobre el móvil que indujo a la señora Gloria Tobón Mejía a 

disponer de sus bienes, como al unísono lo afirmaron los 

testigos que rindieron declaración a solicitud tanto de la parte 

demandante como de ambas partes, la intención era 

sustraerlos de su haber patrimonial para evitar que fueran 

embargados, secuestrados y rematados en virtud de las 

deudas que tenía con entidades crediticias y personas 

particulares, lo que corrobora el accionado en las 

comunicaciones que remitió al pretensor y que no fueron 

desconocidas o tachadas por el extremo pasivo, a pesar que 

intentó adecuarlas o modificarlas en la declaración de parte 

que rindió; es así, como en la comunicación del 25 de abril 

de 2018, visible a folios 20 a 22 cuaderno principal, indica: 

“Con  respecto a los Honorarios Profesionales, son apenas 

lógicos, luego de los Procesos atendidos con el fin de evitar 

el embargo, secuestro y remate de los inmuebles, o el 

despojo de los mismos por cuenta de dos abogados picaros 

que ya habían realizado actividades tendientes a despojar de 

sus inmuebles a GLORIA TOBÓN MEJÍA”; igualmente, en 

escrito de la misma fecha, obrante a folios 23 a 26 cuaderno 

principal, señala: “… Luego el Pícaro Abogado desapareció y 

se presume entonces, que la Escritura que se iba a firmar era 

la del Apartamento 1102, Parqueadero 14 y Cuarto Útil 14, 

del Nivel -4.5 del Edificio Centro Caracas II, otorgada por 
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GLORIA TOBÓN MEJÍA al abogado JUAN MANUEL TRUJILLO 

JARAMILLO. 

 

“Ante los graves problemas que afrontaba GLORIA, con 

deudas que superaban en mucho los 200 millones de pesos, 

con un crédito liquidado a favor del Banco COLPATRIA 

superior a los 100 millones de pesos y listo para embargar e 

iniciar remate en Proceso Ejecutivo y con dos Pícaros 

Abogados detrás del Apartamento, Parqueadero y Cuarto 

Útil, se le aconsejó a GLORIA que escriturara el Apartamento, 

Parqueadero y Cuarto Útil a alguien de su entera confianza y 

dijo que no tenía a quién, que solo confiaba en JUAN MANUEL 

RAMÍREZ RÍOS y que si podía prestarle ese inmenso favor y 

con qué realizar los trámites que fueran necesarios; que 

nosotros éramos amigos y compañeros de trabajo y docencia 

en la Universidad de Antioquia Y Hospital San Vicente de Paúl 

desde hacía más de 50 años, jubilados por la Universidad de 

Antioquia y que vivíamos en el mismo Edificio hacía más de 

30 años, desde 1986, donde fuimos los primeros habitantes 

de ese Edificio”. 

 

Además de lo antedicho, llama poderosamente la atención de 

la Sala, que el demandado en el comunicado del 25 de abril 

de 2018 (folios 20 a 22 cuaderno principal), dirigido al 

pretensor, haga una relación de las deudas que afectan el 

apartamento 1102 del Edificio Centro Caracas II P.H., y que 

deben ser canceladas por el destinatario antes de realizar la 

nueva escritura a quien se designe, lo que no solo da cuenta 

de la disposición del demandado para traspasar las 

propiedades a quién el demandante le indicara, sino también 
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de la desidia, desinterés y abandonó por parte del mismo de 

los bienes inmuebles que supuestamente le fueron 

enajenados por la señora Gloria Tobón Mejía, y que dejan en 

entredicho su calidad de propietario de los mismos; incluso, 

en un nuevo escrito del 06 de noviembre de 2018, que 

remitió al demandante, a Judith Tobón Mejía y Genoveva 

Tobón Mejía,  precisó: “Con fecha 25 de abril elaboré informe 

sobre las deudas que afectaban al Apartamento 1102, 

Parqueadero 14 y Cuarto Útil 14, Nivel -4.5 del Edificio Centro 

Caracas II, P.H., las que debían cancelarse ante la inquietud 

y el deseo del doctor AURELIO TOBON MEJIA y de la Señora 

JUDITH TOBÓN MEJÍA, de que se escriturara el apartamento, 

su parqueadero, y su cuarto útil a la dama DIANA CUMPLIDO 

TOBÓN. Este informe lo dirigí y entregué al doctor AURELIO 

TOBÓN MEJÍA y nunca recibí ninguna respuesta escrita o 

verbal al mismo. 

 

“TENGO OBLIGACIÓN MORAL Y DE CONCIENCIA, PARA 

DEJAR NOTA CLARA Y EXPRESA; DE QUE GLORIA 

TOBON MEJIA, SOLICITÓ Y PIDIÓ ENCARECIDAMENTE 

A JUAN MANUEL RAMIREZ RIOS, QUE TRASPASARA LA 

PROPIEDAD DEL APARTAMENTO 1102, PARQUEADERO 

14 Y CUARTO ÚTIL 14, NIVEL -4.5 DEL EDIFICIO 

CENTRO CARACAS II, PH; A LA FUNDACION SAN 

VICENTE DE PAUL, CUANDO ELLA FALLECIERA” (folios 

152 y 153 cuaderno principal). 

 

De los elementos de confirmación relacionados se advierte 

que los SESENTA MILLONES DE PESOS ($60’000.000.oo), 

que el demandado incluye y justifica como parte del precio 
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del bien que dijo comprar, no lo acreditó; incluso, a más de 

las contradicciones sobre los honorarios que dijo haber 

pactado con la señora Gloria Tobón Mejía, no existe prueba 

de que correspondan a los pactados por las gestiones y 

asesorías en procesos judiciales, por deudas que tenía con el 

sector financiero y particulares y por los gastos que relaciona 

para documentar en el instrumento público de la cuestionada 

compraventa; es más, se muestra confuso porque 

expresamente afirma que él no era el abogado pero le 

colaboraba haciendo solicitudes para procesos de mínima 

cuantía y por estar pendiente cuando estaba listo un proceso 

para actuar; así mismo, reconoce expresamente que no 

pactaron honorarios; en el aparte del documento que viene 

de transcribirse explica como calculó los honorarios. Incluso, 

el testigo Andrés Tobón, sobrino de la interfecta afirmó que 

cuando observaron el rubro por $60.000.000.oo, le 

replicaron diciéndole que Gloria les había dicho que había 

hecho estas cosas como amigo y como un favor, a lo que 

respondió el demandado que una cosa era con Gloria y otra 

con la familia; a lo que le replicaron que lo que era un favor 

se volvió honorarios. Bajo estas circunstancias, esa cifra que 

se trae como un crédito a cargo de la señora Gloria Tobón 

por honorarios no fue acreditado por el extremo pasivo de la 

relación sustancial y, estas circunstancias, no se puede tener 

en cuenta. Pero, además, también afirma que cada quince 

días o cada mes, le tenía que colaborar con plata porque el 

dinero que le quedaba de la pensión y que recibía no le 

alcanzaba; de donde tampoco queda claro si esos favores 

eran actos de mera liberalidad o en cambio, eran a título de 

préstamo, quedando con la obligación de pagarlos. En 
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resumidas cuentas; el precio documentado en la escritura 

pública que corresponde al avalúo catastral, quedó 

desvirtuado y, aunque el demandado precisó que fue ochenta 

y dos millones de pesos, muy inferior a aquel, no logró 

justificarlo como se ha venido precisado, lo que permite 

inferir que es inexistente porque en realidad quienes dijeron 

celebrar la compraventa no lo pactaron.    

 

Es importante recalcar que en el documento citado, es el 

mismo demandado quien afirma que ante la sugerencia para 

que escriturara el apartamento a otra persona, quien oficio 

como vendedora le dijo que no tenía personas de confianza, 

que él le hiciera ese favor y se hizo la escritura a su nombre, 

circunstancia que pone de presente que en efecto no existió 

la intención en los contratantes de celebrar el contrato de 

compraventa; incluso, tampoco se advierte, que en lugar de 

un contrato de compraventa se constituyó una garantía para 

el pago de obligaciones a cargo de quien dijo vender y a favor 

de quien dijo comprar, pues la existencia de ésta ni siquiera 

la refiere la demanda, como tampoco se aportó prueba a esta 

controversia; pues ni siquiera existe certeza de las deudas 

que supuestamente se estarían garantizando; con lo cual, 

además se desconoce el principio de la congruencia de la 

sentencia.     

 

Sobre los testimonios recibidos a solicitud de la parte 

demandante, los que pone en entredicho el recurrente, la 

Sala los observa congruentes, coherentes, razonables y, 

ajenos a cualquier apremio; a lo que se agrega, que se 

valoran con las demás pruebas aportadas al litigio, como la 
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documental y el interrogatorio absuelto por el demandado, 

como en efecto se ha venido haciendo.  

 

Así las cosas, con las pruebas que viene de escrutarse, en el 

plenario se acreditó los siguientes hechos indicadores de la 

simulación absoluta que se depreca: la amistad íntima de los 

contratantes, el ocultamiento del negocio, la ausencia de 

precio y su no pago, la no entrega de la cosa, la continuidad 

de la posesión y explotación por la vendedora y,  el móvil que 

indujo a la señora Gloria Tobón Mejía a disponer de los 

bienes, que lo fue para evitar que fueran embargados, 

secuestrados y rematados, en virtud de las deudas que tenía 

y procesos judiciales que en su contra se venían adelantando. 

 

Conclusión: Consecuente con lo anterior, la simulación 

absoluta deprecada en la demanda está cabalmente probada, 

lo que descarta la simulación relativa reconocida en la 

sentencia de primer grado, porque en vez de un contrato de 

compraventa, las partes celebraron uno de garantía.  

 

Por lo anterior, se revocará el numeral segundo de la parte 

resolutiva de la sentencia de primer grado y, en su lugar, se 

declarará que el contrato de compraventa contenido en la 

escritura pública No. 3.053 del 20 de septiembre de 2017, 

otorgada en la notaría de Medellín, por medio del cual la 

señora Gloria Tobón Mejía dijo vender a el señor Juan Manuel 

Ramírez Ríos, comprar, adolece de simulación absoluta; en 

lo demás se confirmará la sentencia de primer grado.  
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Se condenará en costas a la parte demandada, a favor de la 

demandante. Como agencias en derecho causadas en 

segunda instancia se fijará por el Magistrado Ponente la suma 

de UN MILLON OCHOCIENTOS DIECISETE MIL CINCUENTA Y 

DOS PESOS ($1.817.052), que equivale a dos (2) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes (Acuerdo PSAA16-

10554, del 5 de agosto de 2016, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura), que se liquidarán conjuntamente 

con las de primer grado. 

 

IV. RESOLUCIÓN: 

 

A mérito de lo expuesto, la SALA SEGUNDA DE DECISIÓN 

CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A 

 

1. Por lo dicho en la parte motiva, se revoca el numeral 

segundo de la parte resolutiva de la sentencia de primer 

grado y, en su lugar, se dispone: Se declara que el contrato 

de compraventa contenido en la escritura pública No. 3.053 

del 20 de septiembre de 2017, otorgada en la Notaría 

Séptima de Medellín, por medio del cual la señora Gloria 

Tobón Mejía dijo vender y el señor Juan Manuel Ramírez Ríos, 

comprar, adolece de simulación absoluta.  

 

2. En lo demás, se confirma la sentencia de primer grado.   
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3. Se condena a la parte demandada a pagar las costas 

causadas en segunda instancia a favor de la demandante. 

Como agencias en derecho en segunda instancia se fija la 

suma de UN MILLON OCHOCIENTOS DIECISETE MIL 

CINCUENTA Y DOS PESOS ($1.817.052), que equivalen a dos 

(2) salarios mínimos legales mensuales vigentes (Acuerdo 

PSAA16-10554, del 5 de agosto de 2016, expedido por el 

Consejo Superior de la Judicatura), que se liquidarán 

conjuntamente con las de primer grado. 

 

4. Se ordena devolver el expediente a su lugar de origen.  

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Los Magistrados 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 

    MARTHA CECILIA LEMA VILLADA   

                         

   

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 


